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Resumen

En la teoría de la economía social de mercado aparece nítidamente la preocupación por la conserva-
ción del ambiente y la búsqueda del bienestar de los menos favorecidos. Estos conceptos han sido 
aplicados en diversas naciones, por lo que hoy es posible observar países que vigilan efi cazmente su 
ambiente y tienen un equilibrio social notable. El Perú no ha sido ajeno a los conceptos ambientales 
y sociales y desde hace más de cuatro décadas ha creado instituciones, diseñado políticas y desarro-
llado leyes con el propósito de atender estos aspectos; sin embargo, los resultados han sido limitados. 
Entre las razones que explican la inefi cacia de normas e instituciones, quizás las más importantes 
sean la carencia de supervisión y control efectivo sobre los agentes económicos y el inefi ciente dise-
ño de cómo lograr objetivos a través de normas e instituciones. Por ello, en el presente documento se 
proponen opciones de política para corregir los resultados del mercado, y se plantea el modo como 
deben desarrollarse las instituciones para conseguir los fi nes que se persiguen.

Palabras clave: desarrollo sostenible, economía social de mercado, políticas ambientales, procesos, 
organización.

Abstract

The theory of market social economy appears neatly when dealing with environmental conservation 
and the search for the wellbeing of the underprivileged. These concepts have been used in various 
countries and today it is possible to see countries that carefully watch over their environment and 
have achieved signifi cant social balance. Peru has not been alien to environmental and social con-
cepts and for more than four decades has establishes organizations, designed policies and enacted 
laws to look at these issues. However, the outcomes have been limited. Among the reasons that 
explain the ineffectiveness of such regulations and institutions perhaps among the most important 
are the lack of effective oversight and control over economic agents, and an ineffi cient design of the 
ways to attain goals through regulations and institutions. For that reason, this paper proposes policy 
options to correct market outcomes and a way to build institutions that will allow to accomplish the 
desired goals.

Key words: sustainable development, market social economy, environmental policies, processes, 
organization.
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Introducción

Desde hace aproximadamente dos déca-
das, la temática relacionada con el desa-
rrollo sostenible, entendido como: «Satis-
facer las necesidades de las generaciones 
presentes sin comprometer las posibilida-
des de las del futuro para atender sus pro-
pias necesidades» (ONU, 1987), ha cobrado 
gran relevancia, lo que se ha manifestado de 
manera notable en la bibliografía especia-
lizada, el diseño de políticas ambientales y 
sociales de los países, los planteamientos y 
proyectos de organismos multilaterales, el 
proceder de las ONG e inclusive, reciente-
mente y de modo más visible, en el actuar 
de las empresas privadas.  

A través del presente documento se trata 
de mostrar que la preocupación por lograr 
un desarrollo sostenible sin comprometer 
las necesidades de las generaciones futuras 
puede lograrse de una manera más efectiva 
si se apela a que los estados, mediante la 
aplicación de políticas económicas –tribu-
tarias, crediticias, de empleo y específi ca-
mente las sectoriales– y el diseño de orga-
nizaciones basadas en procesos, promuevan 
las actividades sostenibles, tracen políticas 
que orienten al sector privado y establezcan 
mecanismos de control y supervisión de los 
agentes económicos.

En este marco, en primer término se 
revisan conceptos sobre economía social de 
mercado con el propósito de señalar que la 
preocupación por lo ambiental y lo social 
aparece en la literatura económica desde 
hace muchas décadas. En segundo lugar, 
se muestra que esos conceptos y términos 
se han venido aplicando en el Perú desde 
hace más de 40 años, a través de normas, 
leyes y políticas, aunque por razones insti-
tucionales estas hayan tenido escaso éxito. 
Del mismo modo, se plantea que es posible 

diseñar políticas económicas ambientales y 
políticas económicas sociales con el propó-
sito de corregir los resultados de la econo-
mía de mercado, políticas que en el caso del 
Perú son poco utilizadas o mal utilizadas. 
Finalmente, se propone que cualquier obje-
tivo que un Estado quiera alcanzar, en este 
caso el desarrollo sostenible, solo se podrá 
lograr si se crean instituciones basadas en 
procesos y orientadas a ofrecer los produc-
tos y servicios específi cos que demanda la 
sociedad como un todo.

1. El desarrollo sostenible

El ámbito del desarrollo sostenible puede 
dividirse conceptualmente en tres áreas o 
dimensiones: ecológica, económica y so-
cial. Se considera el aspecto social por la 
relación entre el bienestar social, el me-
dio ambiente y la bonanza económica. En 
efecto, tienen que satisfacerse las necesi-
dades de la sociedad, como alimentación, 
ropa, vivienda y trabajo, pues si la pobreza 
es habitual, el mundo se encaminará a ca-
tástrofes de varios tipos, incluidas las eco-
lógicas. Del mismo modo, el desarrollo y 
el bienestar social están limitados por el 
nivel tecnológico, los recursos del medio 
ambiente y la capacidad de este para ab-
sorber el impacto de la actividad humana.

Ante esta situación, se plantea la posibi-
lidad de mejorar la tecnología y la organiza-
ción social de forma que el medio ambiente 
pueda recuperarse al mismo ritmo que es 
afectado por la actividad humana.

En el gráfi co 1 puede verse claramente 
cómo actúan las tres dimensiones. 

El objetivo del desarrollo sostenible es 
defi nir proyectos viables y reconciliar los 
aspectos económico, social y ambiental de 
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las actividades humanas, «tres pilares» que 
deben tener en cuenta los gobiernos, las 
empresas y la sociedad en general.

• En lo económico, asignación de recur-
sos orientada por el mercado, pero con 
la posibilidad de contribuir al desarro-
llo económico mediante la creación 
de empresas en todos los ámbitos y de 
todo tamaño. 

• En lo social, consecuencias positivas 
de la actividad de la empresa para todos 
los estratos: los trabajadores (condicio-
nes laborales, nivel salarial, etcétera), 
los proveedores, los clientes, las comu-
nidades locales y la sociedad en general 
(necesidades humanas básicas). 

• En lo ambiental, compatibilidad entre 
la actividad social de la empresa y la 
preservación de la biodiversidad y los 
ecosistemas. Incluye el análisis de los 
impactos del desarrollo social de las 
empresas y de sus productos en tér-
minos de fl ujos, consumo de recursos 
difíciles de obtener o lentamente reno-

vables, así como en términos de gene-
ración de residuos y emisiones. 

La justifi cación del desarrollo sosteni-
ble proviene tanto de la limitación de los 
recursos naturales del planeta (nutrientes en 
el suelo, agua, minerales, etcétera), suscep-
tibles de agotarse, como del hecho de que 
una creciente actividad económica sin más 
criterio que el puramente económico –valga 
la redundancia– produce, tanto a escala 
local como planetaria, graves problemas 
medioambientales que pueden llegar a ser 
irreversibles.

2. La economía social de mercado

La preocupación social y ambiental no es 
reciente en la literatura económica, en la 
planifi cación y política económica ni en 
las constituciones y leyes de diversos paí-
ses del mundo, incluido el Perú, pues el 
tema ha sido tratado exhaustivamente des-
de la década del treinta del siglo pasado. 
En el caso peruano, específi camente, las 

Gráfi co 1
Esquema de los tres pilares del desarrollo sostenible
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variables ambientales y sociales han teni-
do presencia notable en el diseño de políti-
cas económicas, en los planes de desarro-
llo, en la ejecución de proyectos públicos 
desde los primeros años de la década del 
sesenta del siglo pasado. El poco éxito, sin 
embargo, se debe básicamente no a la falta 
de normas o políticas, sino a la ausencia 
de procesos de supervisión y control en la 
legislación administrativa peruana.  

Lo que en realidad es reciente es el tér-
mino desarrollo sostenible. En el concepto 
de desarrollo acuñado en la literatura eco-
nómica desde la mitad del siglo pasado ya 
estaban incluidos los aspectos económicos, 
ambientales y sociales. Más aun, la discu-
sión en aquellos años era la diferenciación 
de los contenidos entre crecimiento y desa-
rrollo, pues crecimiento solo involucraba 
lo económico, mientras que el desarrollo 
incluía también lo ambiental, lo social, el 
territorio, la cultura, etcétera.

Particularmente, en la Constitución 
Política del Perú de 1993 ya estaba consi-
derada la preocupación social y ambiental, 
pero no con la terminología del desarrollo 
sostenible, sino con los conceptos clásicos 
de la economía y la política económica. Así, 
en esta Constitución se señala claramente 
que la sociedad peruana se rige por la eco-
nomía social de mercado, lo que signifi ca 
que el Estado deja al libre juego de la oferta 
y la demanda la asignación de los recursos, 
pero cuando se generan externalidades 
que afectan a otros agentes económicos, 
el ambiente o la sociedad, debe intervenir 
para regular el mercado mediante normas 
o políticas a fi n de evitar consecuencias no 
deseables. 

Hay que recordar que uno de los prin-
cipios básicos de la economía social de 
mercado es el funcionamiento efi ciente de 

este; cuando no ocurre eso y los agentes 
económicos y sociales son perjudicados, 
surge la necesidad de establecer parámetros 
o regulaciones que garanticen la viabilidad 
económica, social y ambiental del país. En 
ese contexto, al Estado no solo se le atribu-
ye el derecho sino incluso la obligación de 
intervenir activamente dondequiera que se 
produzca un deterioro de intereses sociales 
y ambientales legítimos. La intervención 
del Estado toma las siguientes formas: 

• Restricción de la libertad de merca-
do, cuando se afectan los derechos de 
otros. Por ejemplo, cuando una explo-
tación minera deteriora el ambiente, el 
Estado puede y debe establecer normas 
para evitar o corregir esta situación.

• Compensación de fallas del mercado, 
cuando surgen monopolios naturales o 
posición de dominio.

• Corrección de resultados generados 
por el mercado, sobre todo cuando el 
bienestar no alcanza a las mayorías o 
cuando los menos favorecidos no pue-
den participar en mercados que les son 
fundamentales para obtener una cali-
dad de vida adecuada. A esto se deno-
mina sostenibilidad social.

La necesidad de establecer ciertas nor-
mas o regulaciones de carácter económico 
obedece al interés del propio mercado, 
pues suele suceder que la búsqueda de 
ventajas individuales de ciertos agentes 
económicos –afán de lucro, búsqueda de 
adquisiciones favorables– cause perjuicios 
a otros agentes económicos y sociales o, 
principalmente, al ambiente, motivo por el 
cual algunos aspectos del mercado deben 
quedar sujetos a reglamentación del Estado. 
Solo como una excepción y luego de un 
análisis benefi cio-costo, la ventaja personal 
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puede perseguirse en detrimento de otros 
actores del mercado y siempre dentro de 
determinados límites1.

Como se mencionó anteriormente, una 
de las razones por las cuales se debe per-
mitir la regulación del mercado es aquella 
que los economistas llaman externalidades 
o externalidades de costos. Se dice que hay 
externalidades cuando ciertas actividades 
que generan benefi cios para algunos pue-
den ocasionar costos para otros. En esos 
casos, es obligación del Estado limitar tales 
externalidades de costos o de otra índole. 
Por ejemplo, supóngase que una empresa 
gana un concurso para la construcción 
de una represa. El Estado puede limitar 
el desarrollo total del proyecto –suprimir 
ciertas actividades– aduciendo la necesidad 
de proteger la seguridad de algunos ciuda-
danos o el equilibrio del medio ambiente, 
con lo cual impide que la empresa obtenga 
el total de la rentabilidad esperada.

No es difícil pensar en el gran número 
de actividades o proyectos que pueden 
generar externalidades negativas a otros 
agentes económicos o a una comunidad, 
lo que obliga a establecer un sinnúmero 
de regulaciones cuya justifi cación es inob-
jetable en aras del interés público. Sin 
embargo, es igualmente evidente que la 
frontera entre un interés público legítimo 
y otro solo pretendido por una inversión 
o proyecto determinado es poco defi nida, 
de lo cual se deduce el peligro permanente 
de la regulación, tanto excesiva como 
insufi ciente. 

Si bien la economía social de mercado 
no pone en duda el hecho de que la libertad 
de mercado debe tener límites, no puede 
ofrecer criterios para la defi nición precisa 
de estos límites, los cuales continuarán 
siendo materia de debate político. Solo un 
análisis benefi cio-costo determinará si la 
decisión tomada sobre cualquier actividad 
para limitar las ganancias legítimas de 
algún agente económico fue adecuada en 
términos del resultado fi nal entre lo que la 
comunidad dejó de ganar y lo que habría 
perdido.

3. La administración del desarrollo 
sostenible en el Perú

Cabe reiterar que la preocupación institu-
cional sobre el medio ambiente en el Perú 
no es reciente. Ya en la década del setenta 
había en el antiguo Instituto Nacional de 
Planifi cación una dirección regional cuya 
unidad más importante –o una de las más 
importantes– era la denominada Organiza-
ción del Territorio y el Medio Ambiente. 
También existía en esa época la Ofi cina 
Nacional de Recursos Naturales, cuya pre-
ocupación central era realizar evaluaciones 
sobre este tipo de recursos. En esos años, 
el manejo institucional que hacía la Re-
pública del Perú sobre el ambiente era re-
conocido por organismos internacionales, 
tanto así que el Programa Mundial para el 
Medio Ambiente llevó a cabo en 1983 con 
el gobierno peruano, en la ciudad de Lima, 
la Segunda Reunión de América Latina y 
el Caribe sobre el medio ambiente.
 

Del mismo modo, desde los años se-
senta se sabía que una política económica 
que permita la libertad de iniciativa y 
apoye la competitividad nacional generará 
inversión, crecimiento y empleo, elemen-
tos fundamentales para aplicar estrategias 

1. En el caso de los servicios de agua y desagüe, el 
Estado decide conceder el monopolio porque de 
este modo el servicio es menos costoso para la 
sociedad. Si se permitiese la competencia, ten-
drían que instalarse dos o más redes paralelas, lo 
que, obviamente, sería inviable. 



82

Cuad. Difus. 12 (23), dic. 2007

José Carlos Vera

efi cientes de lucha contra la pobreza. Sin 
embargo, el crecimiento económico que se 
logre en el marco de instituciones no orien-
tadas efi cientemente hacia la superación de 
las desigualdades no repercute de un modo 
automático en el alivio de la pobreza (sobre 
todo de la pobreza estructural) ni mejora la 
distribución de los ingresos ni promueve el 
desarrollo de la sociedad en su conjunto.

Las estrategias y las políticas para ase-
gurar el desarrollo dinámico en el plano 
económico no generan en el corto plazo 
bienestar para las grandes mayorías. Desde 
aquellos años las estrategias y políticas 
sociales para aliviar la pobreza no se con-
cebían como elementos complementarios 
a las políticas económicas, sino, y sobre 
todo, como parte intrínseca de una política 
de Estado que otorgara a ambas pesos 
semejantes. Con este propósito se crearon 
las benefi cencias, se siguió subsidiando 
la educación y el cuidado de la salud, se 
crearon los seguros sociales y se estableció 
el sistema nacional de planifi cación.

Conviene hacer hincapié en que enton-
ces la planifi cación en el Perú funcionaba 
como un sistema, lo que implicaba la 
existencia de un ente rector, el Instituto 
Nacional de Planifi cación, y ofi cinas de 
planifi cación en todos los ministerios y 
departamentos del Perú (en aquella época 
no había regiones: las denominaciones 
cambian dependiendo del gobierno de 
turno). Funcionar como sistema implicaba 
que el diseño de políticas y normas y la 
evaluación, aprobación  y seguimiento de 
proyectos se hacía con la participación de 
todas las ofi cinas regionales y sectoriales 
de planifi cación. Por ejemplo, si la región 
de Arequipa tomaba la decisión de ejecutar 
una obra, el proyecto se formulaba y apro-
baba en Arequipa. Cuando el proyecto era 
mayor, dependiendo de la envergadura de la 

obra, el monto de inversión requerido, entre 
otros aspectos,  necesariamente se aprobaba 
en la Dirección de Proyectos del Instituto 
Nacional de Planifi cación. Igualmente, si 
el proyecto o actividad tenía alguna con-
notación ambiental, era evaluado, a través 
de todas sus instancias, por todo el sistema 
de planifi cación.

Al inicio de la década del noventa, en 
respuesta a la catástrofe económica que 
causó la implementación de políticas eco-
nómicas de corte socialista y populista, se 
empezó a instalar en el Perú la economía 
de mercado y, en concordancia con esos 
lineamientos, se redujo la presencia del 
Estado en su papel de empresario y asigna-
dor de recursos de inversión y trabajo. Ello 
implicó la reducción del tamaño y número 
de las instituciones públicas, entre ellas el 
Sistema Nacional de Planifi cación, que fue 
eliminado. Junto con este desaparecieron 
el sistema de evaluación de proyectos, el 
sistema de desarrollo social, el sistema 
de ordenación del territorio y, por ende, 
el escaso diseño de políticas y desarrollo 
ambiental y social que se estaba haciendo 
en esa época en el Perú. 

Para hacer frente a la carencia que 
dejó el trabajo social, el Estado creó un 
sinnúmero de instituciones orientadas a 
aliviar la pobreza con el propósito de que 
el mercado siguiera funcionando, pues en 
el fondo lo que se perseguía con todas esas 
instituciones y políticas sociales era que 
la capacidad de la demanda interna no se 
deteriorara. 

Del mismo modo, y en lo concerniente 
específi camente a la sostenibilidad ambien-
tal –el tema de este artículo–, para superar 
el vacío que quedó respecto a planifi ca-
ción, promoción, coordinación, control y 
supervisión de las actividades del hombre 
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sobre el ambiente y el patrimonio natural 
del país, en diciembre de 1994 se creó el 
Consejo Nacional del Ambiente (Conam, 
por Ley N.° 26410), institución que consti-
tuye la autoridad ambiental nacional y cabeza 
del Sistema Nacional de Gestión Ambiental. 
Posteriormente, en junio del 2004 el Congre-
so de la Republica aprobó la Ley N.º 28245, 
Ley Marco del Sistema Nacional de Gestión 
Ambiental. Mediante esta norma se arma 
nuevamente el sistema de gestión ambien-
tal público. Al Conam se le encomienda 
la tarea de promover la conservación del 
ambiente, a fi n de coadyuvar al desarrollo 
integral de la persona humana sobre la 
base de garantizarle una adecuada calidad 
de vida, propiciando el equilibrio entre el 
desarrollo socioeconómico, el uso sosteni-
ble de los recursos naturales y la conser-
vación del ambiente. Sin embargo, pese 
a que en su consejo directivo participan 
representantes del sector privado y a que 
establecen políticas y normas que afectan 
a ese sector, en la práctica, de acuerdo con 
sus funciones específi cas y reglamentos, 
las actividades del Conam se circunscriben 
solo a las vinculadas al sector público.

Durante esos años, el desarrollo de 
la economía de mercado no solo se pro-
dujo en el Perú. Por recomendación de 
organismos multilaterales, en especial 
el Banco Mundial y el Fondo Monetario 
Internacional, la mayoría de los países 
de América Latina que habían sufrido los 
mismos embates populistas adoptaron este 
modelo de desarrollo. La nueva situación 
del continente coincidió con el crecimiento 
importante de las economías de Europa 
del Este, China, India y buen número de 
países hoy llamados emergentes. El modelo 
atrajo la inversión extranjera a esos países 
y, por supuesto, también al Perú, donde un 
sector que recibió montos considerables 
fue la minería.

La inversión trajo crecimiento, pero 
no necesariamente desarrollo, peor aun, se 
generaron externalidades en áreas adyacen-
tes a la inversión minera, como deterioro 
de la calidad del agua, el aire, los bosques, 
y deseconomías en áreas productivas de 
cultivos, ganadería, pesca, etcétera. 

Frente a esta situación, el Estado peruano 
se vio en la necesidad de establecer polí-
ticas, lineamientos y normas más estrictas 
orientadas a vigilar, controlar y supervisar 
el impacto ambiental de la inversión y 
actividad productiva y social, ya no solo 
del sector público, sino y sobre todo de 
las actividades del sector privado. Así, 
paulatinamente cada sector creó una infra-
estructura administrativa cuya función 
estaba relacionada con supervisar, estable-
cer parámetros ambientales –sobre el aire, 
el agua– y vigilar en función de estos el 
impacto de las actividades productivas y 
sociales sobre el ambiente.

En este amplio panorama administrati-
vo relacionado con el ambiente, coexisten 
en la práctica dos sistemas paralelos e 
inconexos. El primero está relacionado 
con el sector público y es liderado por el 
Conam a través del Sistema de Gestión 
Ambiental. El segundo vigila la actividad 
privada a través de las ofi cinas ambientales 
de los ministerios u organismos públicos 
descentralizados, pero estas actúan inde-
pendientemente sin coordinar entre ellas y 
menos con el Conam, en donde los temas 
relacionados con la actividad privada no 
se tratan. 

El sector donde la supervisión y el con-
trol del gobierno sobre la actividad privada 
es más exigente es el de Energía y Minas, 
pues antes de aprobarse cualquier inversión 
se exigen estudios de impacto ambiental 
y se obliga a realizar un plan de cierre de 
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minas, a fi n de establecer un fi deicomiso 
que permita contar con sufi cientes fondos 
para reparar los daños ambientales. Todo 
ello en concordancia con la Ley General del 
Ambiente, norma promulgada en el 2005.

Sin embargo, tanto esta ley como las 
normas sectoriales ambientales, si bien son 
muy claras en cuanto a la internalización 
de costos o, en otras palabras, a establecer 
que el causante del daño debe repararlo, 
son muy débiles en lo que corresponde a 
imponer sanciones ambientales. 

Cada institución pública, mediante su 
ofi cina correspondiente, puede hacer ins-
pecciones, vigilar, monitorear y establecer 
sanciones y medidas correctivas, como 
amonestación, multas, decomiso, paraliza-
ción o restricción de la actividad causante 
de la infracción, así como suspensión o 
cancelación del permiso, licencia o con-
cesión; clausura parcial o total, temporal 
o defi nitiva, del local o establecimiento 
donde se lleve a cabo la actividad que ha 
generado la infracción. Sin embargo, para 
hacer valer estos derechos se debe forma-
lizar la denuncia ante el Poder Judicial por 
los delitos tipifi cados en el título decimo-
tercero del libro segundo del Código Penal, 
lo que requiere de las entidades sectoriales 
competentes opinión fundamentada por 
escrito sobre si se ha infringido la legisla-
ción ambiental. 

La actual propuesta de creación de un 
ministerio del ambiente no subsana esas 
carencias, pues se limita a tratar temas del 
sector público; más aun, las funciones que 
se le asignan son de menor jerarquía que 
las que actualmente tiene el Conam y que 
le atribuye la ley del Sistema de Gestión 
Ambiental.

4. Instrumentos para corregir los 
resultados del mercado 

Actualmente los gobiernos, mediante el 
diseño de la política económica y las polí-
ticas sectoriales, pueden establecer las ba-
ses para el desarrollo sostenible. Para ello 
se debe tener presente que las actividades 
económicas se desarrollan no solo para la 
satisfacción de las necesidades o deman-
das por bienes y servicios de las personas, 
sino también para cumplir con las expec-
tativas de bienestar de todos los actores 
económicos y sociales que intervienen en 
ellas. A fi n de alcanzar estos objetivos es 
fundamental que la economía funcione, es 
decir, que las múltiples relaciones econó-
micas establecidas entre demandantes y 
oferentes de bienes y servicios, sean em-
presas, instituciones estatales, familias o 
personas, se desenvuelvan en el marco de 
la búsqueda del bienestar para todos.  

El funcionamiento adecuado de la eco-
nomía de un país precisa que las actividades 
económicas sean coordinadas, de modo que 
la escasez de bienes pueda armonizarse con 
la satisfacción de necesidades, teniendo 
en cuenta la demanda actual y la demanda 
futura, con miras al aseguramiento de la 
vida individual y el bienestar de la socie-
dad. Así, es primordial que un Estado pueda 
resolver cómo deben tratarse las materias 
primas, qué puede hacerse para inducir a 
los propietarios –que en tanto dueños del 
suelo y del capital tienen en sus manos 
factores de producción– a realizar las 
inversiones necesarias evitando el deterioro 
del ambiente, cómo se puede convencer a 
los habitantes de que cuiden el ambiente 
donde viven evitando contaminarlo, qué 
mecanismos o instrumentos deben aplicarse 
a fi n de inducir a los agentes económicos y 
sociales a cuidar el ambiente. 
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Dar respuesta a estas interrogantes 
supone el manejo de instrumentos de polí-
tica orientados a conseguir ciertos fi nes 
de naturaleza económica, como pleno 
empleo, desarrollo económico, equilibrio 
económico exterior, estabilidad cíclica y 
estabilidad de precios. Si se alcanzan estos 
fi nes económicos, se estará en condiciones 
de lograr objetivos máximos: preservar el 
ambiente y los recursos naturales para las 
generaciones futuras, igualdad entre las 
personas, bienestar general, independencia, 
libertad, justicia, entre otros fi nes de esta 
misma índole.

Asimismo, para determinar con preci-
sión qué tipos de instrumentos se deben 
usar para el logro de los fi nes de naturaleza 
económica –el desarrollo de una determi-
nada actividad o región, por ejemplo–, se 
utilizan políticas de corte sectorial y polí-
ticas instrumentales. 

A modo de ejemplo, en el cuadro 1, de 
doble entrada, se puede apreciar cómo las 
políticas sectoriales resultan del «cruce» de 
una política instrumental con un sector de 
actividad. Estas políticas sectoriales deben 
ser diseñadas con el propósito de obtener 
un efecto específi co y positivo.

La decisión de qué instrumento utilizar, 
y en qué grado, para favorecer cierta acti-
vidad, grupo de personas o región en parti-
cular o para evitar el deterioro del ambiente 
que puede generar una actividad económica 
tiene que ser tomada necesariamente en 
el contexto de un análisis costo-benefi cio 
que permita establecer si el número de las 
personas o instituciones benefi ciadas con 
la medida será mayor que el número de las 
que de alguna manera se verían perjudica-
das por ella.

En buena cuenta, mediante estos instru-
mentos se corrigen los resultados del mer-
cado que no armonizan con los objetivos 
de la preservación del ambiente. El Estado 
interviene en el mercado para inducir los 
resultados deseados. En este sentido, los 
instrumentos de política económica hacen 
que la economía social del mercado sea un 
concepto normativo, no analítico. 

5. Un ministerio del ambiente 

A través de la vía administrativa los Es-
tados también tienen la capacidad de sen-
tar las bases para lograr la sostenibilidad 
ambiental; y así lo ha entendido el Esta-
do peruano desde hace varias décadas. 
Por ello se han creado diversas instancias 
orientadas a preservar el ambiente, tanto 
autónomas como dependientes; el Conam 
es un ejemplo de ello. Pero para la mayo-
ría de personas es claro que con la actual 
administración con que cuenta el Perú 
difícilmente se alcanza el objetivo de pre-
servación del ambiente. Por ello, con muy 
buen criterio se trata de ordenar la admi-
nistración ambiental mediante la creación 
de un ministerio con capacidad no solo de 
desarrollar políticas, sino con la posibi-
lidad concreta de supervisar, controlar y 
sancionar a los infractores del ambiente. 
A fi n de conseguir este propósito y evitar 
crear instituciones inoperantes, a conti-
nuación se presentan una serie de pautas 
para la creación de instituciones efectivas 
y efi caces.

Antes de defi nir la organización de un 
ministerio es fundamental recordar cuáles 
son las funciones básicas que debe cumplir 
este organismo, qué tipos de productos o 
servicios requieren los agentes económicos 
y la ciudadanía en general y qué usuarios 
o clientes específi cos se crean o aparecen 
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como demandantes de los servicios que 
proveerá este ministerio.

Las tareas básicas que la sociedad de-
manda del Estado en aspectos ambientales 
y en otros temas son las siguientes:

• Objetivos claros que se desean alcan-
zar como sociedad. 

• Objetivos específi cos por sectores o 
campos de actividad.

• Modo de alcanzar los objetivos, es de-
cir, un plan o trabajo de planeamiento 
con todos los elementos que contiene 
un instrumento de esta naturaleza. Lo 
más importante, las políticas y normas 
que hagan viable el logro de los obje-
tivos y el funcionamiento de la so-
ciedad. 

• Una organización estatal orientada a 
hacer realidad el plan propuesto, lo que 
en esencia signifi ca cómo hacer para 
lograr satisfacer las necesidades de la 
sociedad. 

• Dirección para alcanzar los objetivos 
propuestos.

• Supervisión de las actividades o servi-
cios programados, a fi n de que estos se 
realicen o cumplan de acuerdo con lo 
establecido en las políticas o pautas.

• Control de las actividades, proyectos u 
otras acciones para que estos se cum-
plan respetando las normas.

• Sanción para los que incumplen las 
normas.

Para ser efi cientes, las instituciones del 
Estado –ministerios o gobiernos regiona-
les– deben organizarse en función de la 
misión y los objetivos para los que han sido 

creadas. En el caso del Perú, es posible que 
al momento de su creación las instituciones 
relacionadas con el ambiente fueran orga-
nizadas de manera más o menos adecuada, 
pero con el correr del tiempo sus objeti-
vos se fueron distorsionando. Se les fue 
asignando una serie de nuevas funciones 
y retirando otras, en respuesta a criterios 
políticos diferentes de los iniciales. 

Todo ello ha traído como consecuencia 
que, con la organización vigente, las actua-
les instituciones ambientales difícilmente 
puedan cumplir los objetivos para los cua-
les fueron creadas, en especial aquellas 
cuya responsabilidad es la supervisión y             
el control. Es evidente que en todas estas 
organizaciones hay tanto una clara disocia-
ción entre objetivos y organización como 
una tendencia extrema a cumplir reglamen-
tos, lo que impide el logro de los objetivos 
trazados.
 

La situación descrita no es de conoci-
miento reciente; muy por el contrario, es 
redescubierta por cada jefe de institución 
que asume el cargo, pues prontamente se 
da cuenta de que la estructura orgánica 
del organismo entorpece sus acciones y 
le impide conseguir aquello que se ha 
propuesto o le han encomendado; por ello, 
casi siempre la primera medida que toma 
es la reorganización. Sin embargo, como la 
experiencia ha demostrado infi nitas veces, 
los cambios en la organización no bastan 
para alcanzar los objetivos propuestos, 
sobre todo porque los «grandes cambios»  
se han limitado a crear o a eliminar, a 
elevar o a bajar de categoría una función o 
instancia administrativa. Muy pocas veces 
se ha hecho un esfuerzo para redefi nir los 
procesos, de manera que sea posible alcan-
zar los objetivos trazados.
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6. Propuesta de creación del Ministerio 
del Ambiente

En el caso del Perú, el procedimiento que 
se sigue para crear una institución de go-
bierno, como los ministerios, es la dación 
de una ley orgánica de creación elaborada 
por el Congreso de la República, usual-
mente sin haberse establecido previamente 
la misión, la visión, los usuarios, los pro-
ductos o servicios de la institución ni los 
procesos que se deben realizar para lograr 
la satisfacción de los usuarios. Por ello, 
son escasas las instituciones estatales que 
pueden lograr a cabalidad las metas para 
las cuales han sido concebidas.

En esta sección se desarrolla, de manera 
ordenada y coherente, una propuesta de 
cómo debe implantarse la economía social 
de mercado en el manejo del ambiente, a fi n 
de que el Estado pueda orientarse a cumplir 
el mandato que la sociedad le exige: la 
conservación del ambiente. Esta propuesta 
sigue el marco conceptual de la reingenie-
ría, y de llevarse a la práctica, permitirá que 
las instituciones cumplan con precisión los 
fi nes para los cuales han sido creadas.

Para empezar, se propone que en el 
proceso de creación del Ministerio del 
Ambiente no se caiga en el facilismo de 
juntar instituciones o de introducir o elimi-
nar funciones, sino que se haga un esfuer-
zo de determinar para qué se requiere el 
ministerio, cuál sería su misión, cuáles sus 
procesos, y solo después de defi nidos todos 
ellos establecer la estructura orgánica.  

El orden metodológico de la exposición 
es el siguiente. En primer lugar, se defi nen 
los productos o servicios que deben ser 
elaborados en el ministerio, pues serán los 
insumos que se utilizarán para lograr una 
buena gestión del ambiente; en segundo 

lugar, se identifi can cuáles son los usuarios 
de estos productos; en tercer lugar, se deter-
minan cuáles son los atributos o caracterís-
ticas que estos usuarios esperan encontrar 
en los productos del ministerio, a fi n de que 
ellos mismos puedan cumplir su labor; en  
cuarto lugar, una vez defi nidos los produc-
tos, se procede a establecer qué procesos y 
actividades se deben realizar para elaborar-
los con éxito. Posteriormente, se identifi can 
los indicadores de control mediante los 
cuales la dirección del ministerio podrá 
saber si los procesos y sus actividades se 
están cumpliendo satisfactoriamente.

Con todas estas tareas realizadas, fi nal-
mente se esboza la propuesta de organiza-
ción del Ministerio del Ambiente, que hará 
posible la implantación de la economía 
social de mercado en este sector.

6.1. Órgano de dirección y grupos 
de interés

Siguiendo los conceptos antes descritos, 
uno de los aspectos básicos es reconocer 
que la conservación del ambiente es un 
objetivo superior del Estado peruano, pues 
este fi n no solo atañe a las actuales gene-
raciones sino a las futuras; por lo tanto, 
su dirección no puede ser señalada por el 
gobierno de turno, es decir, su órgano de 
dirección no puede ser elegido ni por el 
Congreso ni por el Poder Ejecutivo, sino 
que debe ser designado por la sociedad a 
través de los grupos de interés. 

Para que así suceda, entonces, el primer 
aspecto que debe establecerse es cuáles 
son estos grupos de interés. En el contexto 
peruano no son difíciles de identificar, 
consideramos que estos serían: el Eje-
cutivo, el Congreso, la empresa privada, 
las universidades, las ONG, la población. 
Cada uno de estos grupos debe acreditar 
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un representante, el que formaría parte de 
un directorio. El representante de la pobla-
ción podría ser elegido por voto directo y 
universal. Constituido el directorio, este 
autónomamente elige su presidente; y este 
último, a su vez, su administración.

6.2. Productos y servicios del Ministerio 
del Ambiente

Lo que debe seguir en el proceso de crea-
ción del ministerio es determinar cuáles 
son los productos o servicios que los agen-
tes públicos y privados requieren de esta 
institución.

• Un primer producto que la sociedad 
demanda del Estado en lo que con-
cierne al ambiente es cómo debe estar 
organizada su administración. Es el 
producto más importante por elaborar, 
tarea que no corresponde al ministerio, 
sino el Congreso de la República. El 
propósito de esta norma debe ser que 
todos los agentes económicos y socia-
les cuyo actuar afecte el ambiente se 
sientan atraídos a invertir y a trabajar 
preservándolo, al igual que los recur-
sos naturales. 

 Esta norma es la denominada Ley Ge-
neral del Ambiente, que establece, en-
tre otros aspectos, los derechos y obli-
gaciones de los agentes económicos 
sobre el ambiente, cómo debe ser la 
gestión ambiental, los requisitos para 
los agentes económicos que quieran 
intervenir el ambiente, los mecanismos 
de fi nanciamiento, la supervisión sobre 
los agentes económicos, las formas de 
sanción a quienes afecten el ambiente. 

• Los agentes económicos y sociales que  
realicen alguna actividad sobre los 
recursos naturales deben saber cuáles 

son los límites máximos o mínimos so-
bre los que deben actuar.

 Por tanto, un producto fundamental del 
nuevo ministerio es el establecimiento 
de normas respecto a la calidad de las 
aguas, el aire, stocks mínimos de cier-
tos recursos, etcétera.

• Otro producto fundamental que la so-
ciedad espera que el nuevo ministerio 
elabore son los requisitos que deben 
cumplir los agentes económicos que 
quieran explotar o trabajar sobre recur-
sos naturales.

 Estos requisitos deben estar plasmados 
en normas que obliguen a los agentes 
económicos a cumplirlas, antes, duran-
te y después de sus actividades sobre 
el ambiente y los recursos naturales. 
Se trata, por ejemplo, de la norma que 
establece la necesidad de realizar los 
análisis de impacto ambiental, el plan 
de manejo ambiental, el plan de cierre 
de minas, entre otros.

• También corresponde al nuevo minis-
terio establecer las normas o pautas para 
otorgar y reconocer derechos a través de 
concesiones, autorizaciones, licencias, 
entre otros.

 Estas normas son las que deben aplicar 
los sectores y regiones, según lo que 
corresponda, para otorgar derechos de 
usos de zonas del territorio nacional 
para la explotación de un recurso natu-
ral, entre otros.

• Para que el Estado puede cumplir uno 
de sus roles fundamentales, es decir, 
el supervisar que las actividades de 
los agentes económicos se realicen en 
el marco de las normas vigentes y de 
los contratos de concesión, licencias, 
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autorizaciones, etcétera, debe establecer 
normas y pautas concretas para que las 
tareas de supervisión se puedan hacer a 
cabalidad, así como los procedimientos 
para establecer sanciones y las sancio-
nes mismas. 

 Estas normas son las que deben aplicar 
los organismos de supervisión que se 
creen para este fi n.

• Al ministerio también le correspon-
de informar a la población sobre el 
desempeño ambiental de los agentes 
económicos, la calidad de los recursos 
naturales, entre otros, y para ello debe 
generar indicadores.

 Las normas sobre elaboración de in- 
dicadores son otro producto del minis-
terio.

• Una forma de lograr que algunos agen-
tes económicos que ya están actuando 
sobre el ambiente y lo están deterioran-
do dejen de hacerlo es establecer nor-
mas tributarias orientadas a evitar que 
el deterioro continúe, lo que se hace 
mediante la imposición de impuestos 
ambientales. El diseño de estos im-
puestos debe considerar los objetivos 
de la política nacional ambiental, pro-
moviendo particularmente conductas 
ambientalmente responsables, mo-
dalidades de producción y consumo 
responsable de bienes y servicios, la 
conservación, el aprovechamiento sos-
tenible y la recuperación de los recur-
sos naturales, así como el desarrollo 
y el uso de tecnologías apropiadas y 
prácticas de producción limpia en ge-
neral.

 Si bien al Congreso de la República 
le corresponde aplicar estos tributos, 
la propuesta sobre estos tributos y su 

magnitud debe ser una tarea del Minis-
terio del Ambiente. 

• Una tarea central del ministerio es sin 
duda formular, planear, dirigir, ejecu-
tar y evaluar la política nacional am-
biental. Estos planes y políticas deben 
ser elaborados entre el ministerio y las 
instituciones que integran el sistema de 
gestión ambiental.

 Para que las instituciones integrantes 
del sistema de gestión ambiental pue-
dan elaborar sus propios planes am-
bientales y posteriormente evaluarlos, 
el ministerio debe elaborar normas y 
directivas sobre estos temas, de modo 
tal que todos los planes y políticas es-
tén alineados.

6.3. La identifi cación de los usuarios 
de los productos 

Toda institución debe conocer y precisar 
con exactitud quiénes son los clientes o 
usuarios de sus productos o servicios y, 
sobre todo, debe determinar qué caracte-
rísticas o atributos esperan los usuarios 
encontrar en estos servicios o productos. 
Si la institución no identifi ca claramente 
estos elementos, es muy probable que no 
pueda cumplir a cabalidad los fi nes para 
los cuales ha sido creada y generará mu-
cha desconfi anza y desconcierto en sus 
principales usuarios y en la sociedad en 
general.

Los usuarios y productos que se pueden 
identifi car en el sector ambiente se presen-
tan en el gráfi co 2.

Como se puede apreciar, hay dos grupos 
grandes de usuarios: los externos y los que 
pertenecen al aparato del sector público. 
Ambos hacen uso de los productos.
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Entre los primeros se encuentran las 
empresas, que esperan la normatividad para 
tomar decisiones; las consultoras, que toman 
conocimiento de la normas para hacer sus 
trabajos o estudios correspondientes; los 
bancos, que quieren conocer los alcances de 
sus programas de préstamos; las ONG, que 
deben vigilar en nombre de la sociedad la 
actuación de los agentes económicos que 
trabajan en temas relacionados al ambiente, 
y fi nalmente, las comunidades campesi-
nas y otras poblaciones, que son propie-
tarios de terrenos donde se ubican recur-
sos naturales que pueden ser explotados.

Entre los usuarios propios del sector 
público figuran ministerios, gobiernos 
regionales y locales, en especial las ofi cinas 
ambientales y de planeamiento, que usarán 
las normas y políticas para desarrollar 
concesiones, hacer contratos, entre otros 
motivos; el Congreso de la República, que 

recibe informes y propuestas de ley sobre 
el ambiente, y la o las superintendencias de 
recursos naturales y el ambiente, que vigi-
lan el comportamiento de los agentes eco-
nómicos privados respecto al ambiente.

6.4. Atributos de los productos

Un aspecto central en la producción de 
bienes o servicios de cualquier índole es 
conocer con certeza qué características 
desean los usuarios que tengan estos pro-
ductos, qué atributos deben reunir para 
que realmente sean demandados por los 
usuarios para emplearlos en el desarrollo 
de sus actividades. 

Es de esperar que la institución pro-
ductora considere estos atributos o carac-
terísticas en la etapa de diseño y desarrollo 
de productos, pues de este modo eleva la 
fi delidad del cliente o usuario.

Productos Usuarios sector 
público 

Comunidades 
campesinas o 
poblaciones

Empresas

Consultoras

Entidades 
fi nancieras

Universidades

ONG

M
in

is
te

ri
o

 d
el

 A
m

b
ie

n
te

Le
y 

Ge
ne

ra
l d

el
 A

m
bi

en
te

Usuarios 
externos

Ministerios

Congreso

Gobiernos 
regionales

Gobiernos 
locales

Superintendencia
del Ambiente

Normas sobre calidad 
de RR. NN.
Normas sobre explotación 
de RR. NN.
Normas sobre 
concesiones
Estudios sobre RR. NN. 
y manejo ambiental
Información de calidad 
del manejo ambiental
Pautas y estudios sobre 
tributación ambiental
Planeamiento y evaluación 
ambiental
Normas sobre 
supervisión

Gráfi co 2
Productos y usuarios del órgano director del ambiente
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En el caso del sector ambiente, las con-
sultas y entrevistas realizadas a expertos 
han permitido elaborar la relación de 
atributos que deberían reunir los bienes y 
servicios que esta entidad entregará a sus 
usuarios. Esta relación se presenta en el 
siguiente cuadro:

Normas: ordenadas, fáciles de interpretar, 
coherentes, apropiadas para cada ámbito y 

realidad geográfi ca, apropiadas para cada nivel de 
complejidad y atención.

Supervisión: normas precisas, entendibles, 
fáciles de seguir, ordenadas.

Información: periódica, fácil de entender, que 
sirva para tomar decisiones.

Tributación: precisos, entendibles, rigurosos, 
oportunos.

Planes y políticas: entendibles, claros, 
transparentes, apropiados para cada sector y 

ámbito geográfi co.

6.5. Los procesos para la elaboración 
de cada uno de los productos

Una vez identifi cados los productos del 
sector ambiente y los atributos que cada 
uno de estos deben reunir para satisfacer 
las expectativas de los usuarios, lo que 
sigue es determinar cuáles son los proce-
sos principales, con sus correspondientes 
actividades, que se deben desarrollar para 
la elaboración de tales productos. En este 
caso es muy importante indicar cuáles de 
estos procesos son internos o se realizan 
en el ministerio, cuáles son externos al mi-
nisterio y cuáles, partiendo de otra institu-
ción o instancia, pasan por el ministerio. 
En otras palabras, es preciso señalar si los 
procesos corresponden a la sede central 
o a las instancias descentralizadas o des-
concentradas del ministerio o si deben ser 

realizados por la sociedad a través de sus 
agentes económicos.

La identifi cación de los procesos prin-
cipales y sus actividades, a través de los 
cuales se expresan los mandatos originarios 
de una institución, es una tarea muy impor-
tante en el proceso de ordenar el trabajo 
en la sede central del ministerio y plasmar 
dentro de ella la operatividad de la econo-
mía social de mercado en la administración 
del ambiente.

Los procesos principales que se pueden 
identifi car en el ministerio son aquellos que 
conducen a la elaboración de los productos 
previamente identifi cados. Por lo tanto, 
con fi nes prácticos y para no complicar la 
nomenclatura del trabajo, se utilizará el 
mismo nombre del producto para denomi-
nar el proceso.

En los trabajos para identifi car los pro-
cesos del ministerio es fundamental partir 
del más importante, del cual se origina el 
resto de procesos del ministerio y de todo 
el sector ambiental. El esquema de procesos 
que se presenta en el gráfi co 3 y se desa-
rrolla líneas abajo intenta dar cuenta del 
razonamiento seguido.

En el gráfi co se aprecia que el proceso 
o producto que guía toda la actividad del 
ministerio es normar el sector ambiente. 
Por su naturaleza, el ministerio debe regu-
lar toda la actividad del sector, incluida la 
desarrollada por el sector privado.

De este gran proceso se desprenden 
ocho procesos principales, los que se pue-
den agrupar en tres categorías. La primera 
corresponde a todos los procesos –subpro-
cesos y actividades– orientados a normar la 
actuación del sector empresarial, ministe-
rios, gobiernos regionales y locales.
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La segunda categoría de procesos está 
orientada a establecer las reglas de fun-
cionamiento de los agentes económicos 
privados que realizan intervenciones sobre 
la naturaleza.

De este segundo grupo de procesos se 
desprende uno fundamental: el relacionado 
con el control y la supervisión, cuyo pro-
pósito es hacer cumplir todas las normas 
y los contratos. Para que estos procesos y 
subprocesos sobre control y supervisión 
sean realmente efectivos, es imprescindible 
que se genere información respecto no solo 
a la producción de los servicios, sino sobre 
todo con relación al cumplimiento de las 
normas mencionadas. Todo ello se ejecuta 
a través del proceso denominado sistemas 
de información sobre producción y calidad 
de los servicios.

Finalmente en la última categoría de 
procesos se encuentran dos muy importan-

tes y muy ligados entre sí. El primero está 
orientado a incentivar o alentar el cuidado 
del ambiente mediante el diseño de tribu-
tos ambientales; y el segundo,  a realizar 
estudios de prevención, conocimiento de 
recursos, aprovechamientos, cuyos resulta-
dos en muchos casos servirán para el diseño 
de tributos o incentivos ambientales.

6.6. Propuesta de implantación de la 
economía social de mercado en el sector 

Una vez identifi cados los productos y ser-
vicios que deben ofrecer el ministerio y 
los agentes económicos que participan en 
el sector, y posteriormente se hayan deter-
minado los correspondientes procesos con 
sus respectivas actividades, recién es posi-
ble defi nir la organización del ministerio y 
del sector en general.

La organización propuesta para el sector 
se presenta en el gráfi co 4. Como puede 

Gráfi co 3
Procesos principales del Ministerio del Ambiente
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Gráfi co 4
Organización propuesta para el sector del ambiente

Ofi cinas ambientales 
de ministerios

Ofi cinas ambientales de 
gobiernos locales

Intendencia

Intendencia
Intendencia
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Ministerio del AmbienteEstudios
Requisitos

TributaciónIndicadores

Planeamiento Normas

apreciarse, se plantea que todos los sectores 
y regiones trabajen de manera integral, en 
forma coordinada y hacia un mismo fi n. 
Ello se logrará si en el sector público se crea 
un sistema de gestión ambiental, cuya cabe-
za debe ser el Ministerio del Ambiente, y se 
defi nen claramente los roles y funciones de 
cada institución pública que participa en la 
administración del ambiente.

Al ministerio le corresponderá estable-
cer las políticas y normas que aseguren la 
conservación del ambiente y los recursos 
naturales; a las ofi cinas ambientales de los 
ministerios, regiones y gobiernos locales 
les corresponderá, según la actividad y 
nivel de gobierno, establecer los procesos 
de concesión, realizar contratos, hacer 
evaluaciones, aprobar planes ambientales, 
entre otros; al órgano descentralizado, en 
este caso la superintendencia, la supervi-
sión y el control de las normas y los contra-
tos y la fi jación de sanciones a las personas 
y agentes económicos que operan sobre el 
ambiente; y a los agentes económicos pri-

vados, cualquiera sea su naturaleza, actuar 
sobre el ambiente de manera responsable.

El papel del Ministerio del Ambiente

Dentro del ministerio, una labor central 
será la de planeamiento estratégico, cuyo 
ámbito de acción comprenderá tanto el 
sector público como el sector privado. As-
pectos clave del planeamiento serán inter-
pretar a cabalidad las políticas del ministe-
rio y, sobre todo, coordinar el trabajo con 
las ofi cinas sectoriales y regionales del 
ambiente, con la participación del sector 
privado.

Las tareas centrales de la instancia de 
planeamiento serán: 

• Elaborar la misión y la visión y lograr 
que estas sean compartidas por todo el 
sector. 

• Realizar el diagnóstico o el análisis es-
tratégico de la realidad ambiental.

• Defi nir objetivos estratégicos.
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• Determinar actividades y proyectos.
• Asignar recursos. 
• Elaborar el calendario de evaluación 

de actividades.
• Establecer indicadores para la evalua-

ción.
• Evaluar y monitorear el plan. 
• Introducir correcciones al plan estraté-

gico.

El ministerio podría contar con cuatro 
órganos de línea centrales y de similar 
importancia. El primero de ellos se encar-
garía de todo lo relacionado con la elabo-
ración de normas; el segundo órgano, de 
realizar estudios sobre recursos naturales y 
temas ambientales; el tercero, del sistema 
de indicadores e información ambiental. 
Finalmente, el cuarto se encargaría de la 
gestión ambiental, lo que implica coordinar 
y trabajar directamente con las ofi cinas 
ambientales de los sectores, gobiernos 
regionales y gobiernos locales.

El papel de la superintendencia 

Paralelamente a las instancias del ministe-
rio pero fuera de la sede central, se deberá 
crear una superintendencia de asuntos am-
bientales, cuyo objetivo será vigilar que 
las normas y contratos de concesión se 
cumplan cabalmente. La superintendencia 
deberá tener intendencias específi cas so-
bre cada recurso que se plantee vigilar. 

Las intendencias, a su vez, deberán 
contar con órganos de línea, de los cuales 
dos serán los principales. El primero debe 

ocuparse de ejecutar las acciones de super-
visión a las empresas que reciben concesio-
nes, autorizaciones, licencias para actuar en 
el manejo de los recursos naturales, con el 
propósito de cautelar el fi el cumplimiento 
de las normas, disposiciones, reglamentos 
y compromisos contractuales suscritos, 
dentro del ámbito de su competencia, inclu-
yendo la supervisión de todo lo referido a 
los planes de expansión, modernización, 
explotación, calidad y efi ciencia de la pro-
ducción de bienes y servicios. 

El segundo debe estar organizado para 
permitir que las personas, agentes econó-
micos y sociales afectados, o que conozcan 
que por el actuar de empresas y personas 
el ambiente se está deteriorando, puedan 
presentar sus reclamos correspondientes.

A fi n de que estos reclamos puedan ser 
resueltos, cada intendencia deberá contar 
con tribunales de doble instancia, los que 
se ocuparán de dilucidar temas de contro-
versia. En este punto es importante señalar 
que la decisión fi nal de los tribunales de 
las intendencias no debería ser apelable al 
Poder Judicial.

 
Estas instituciones, tanto la superin-

tendencia como los tribunales, también 
deberán ser autónomas en términos políti-
cos, por lo que la dirección de la primera 
y la composición de los segundos deben 
seguir las mismas pautas que las señaladas 
para nombrar los órganos de dirección del 
Ministerio del Ambiente. Es decir, deben 
ser designados por los representantes de 
los grupos de interés.
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